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(Expte. CJS 33.659/10 – Castillo)


(Tomo 191:  881/902)

 
Salta,  01 de septiembre de 2014.


Y VISTOS: Estos autos caratulados “CASTILLO, CARINA VIVIANA; REBULLIDA CARRIQUE, MARÍA LAURA; ALANIZ, MARÍA SOCORRO DEL MILAGRO; FERNÁNDEZ, ADRIANA MARIEL; FERNÁNDEZ GÓMEZ, NANCY; GLIK, ALEJANDRA; SIMÓN, MARÍA NATALIA; VILLAREAL CANTIZANA, CLAUDIA SUSANA; LEONARD, ANDREA MARIANA; ASOCIACIÓN POR LOS DERECHOS CIVILES (ADC) VS. PROVINCIA DE SALTA; MINISTERIO DE EDUCACIÓN DE LA PROVINCIA DE SALTA - AMPARO – RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.659/10), y______

____________________________CONSIDERANDO:


Los Dres. Guillermo Alberto Posadas, Sergio Fabián Vittar y Guillermo Alberto Catalano, dijeron:



1º) Que a fs. 1026/1045 vta. las coactoras María del Socorro Milagro Alaniz, Alejandra Glik y la Asociación por los Derechos Civiles, interpusieron recurso extraordinario federal en contra de la sentencia de fs. 998/1018 que rechazó el recurso de apelación por ellas deducido en contra de los apartados I y II de la parte dispositiva de la sentencia de fs. 806/828 vta. y, al hacer lugar parcialmente al recurso de la contraria en contra del apartado III del fallo impugnado, revocó la decisión de prohibir las prácticas religiosas en las escuelas y dispuso que ellas debían efectuarse durante el horario fijado para la enseñanza de la materia y que debía arbitrarse un programa alternativo para quienes no deseen ser instruidos en la religión católica.



Según las impugnantes el pronunciamiento vulneró sus derechos constitucionales y los de sus hijos menores de edad, a la libertad de culto, religión y creencia, a la igualdad, a la educación sin discriminación, a la intimidad y principio de reserva, libertad de conciencia y respeto a las minorías étnicas y religiosas contenidos en los arts. 1.1 y 12 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 2.1 y 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 14 de la Constitución Nacional.



Consideran que el recurso encuadra en el supuesto previsto en el inc. 2º de la Ley 48 pues afirman que existe colisión entre las normas constitucionales citadas y los arts. 27 inc. ñ) y 8º inc. m) de la Ley 7546 y el art. 49 de la Constitución de la Provincia, tal como son aplicados por las autoridades escolares salteñas.__



Relatan que desde la sanción de la Ley Provincial 7546 que establece el dictado de clases de religión dentro del horario escolar en las escuelas públicas salteñas, su implementación trajo como consecuencia una serie de prácticas que no se compadecen con libertades y derechos reconocidos por la Constitución Nacional y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado argentino. Agregan que en el escrito de demanda indicaron que el objeto de la acción era evitar el trato desigualitario y discriminatorio que ocasiona, en su aplicación práctica, el dictado de la materia educación religiosa en las escuelas públicas y que la forma de lograrlo era la declaración de inconstitucionalidad del art. 27 inc. ñ) de la ley citada, que prevé el dictado de la materia dentro del horario de clases.



Reseñan que en la contestación del recurso de apelación deducido por el Ministerio de Educación dejaron establecido que el art. 49 de la Constitución Provincial y el art. 8º inc. m) de la Ley 7546 son normas válidas en tanto se las interprete en forma compatible con las disposiciones constitucionales federales en que fundaron la acción de amparo y que en forma subsidiaria plantearon su inconstitucionalidad para el caso que se entendiese que no fuera posible hacerlo.



Consideran que al haber reconocido esta Corte la existencia de actos discriminatorios y de coerción hacia los menores que no profesan la religión católica, la única conclusión posible era la declaración de inconstitucionalidad de las normas en cuanto permiten que se imparta en las escuelas públicas, en el horario de clases, educación religiosa.



Afirman que el art. 2º de la Constitución Nacional refiere a la obligación de sostener el culto católico solamente desde el punto de vista económico o financiero; que la Constitución Federal ha adoptado el principio de neutralidad religiosa; que no es posible validar las decisiones de las mayorías populares que afecten derechos fundamentales y que el Estado provincial carece de toda facultad constitucional de impartir coercitivamente enseñanza religiosa a los alumnos de las escuelas públicas.



A fs. 1050/1059 vta. la Provincia de Salta contesta el traslado conferido y solicita se declare la inadmisiblidad del recurso con sustento en su falta de fundamentación y en la inexistencia de gravamen concreto para las impugnantes. Agrega que se resolvieron cuestiones no federales con suficientes argumentos de derecho y en base a las constancias de la causa, sin que pueda verificarse la arbitrariedad invocada. Niega la existencia de imposición de la religión en el ámbito escolar; que se hayan realizado prácticas discriminatorias; que se hayan inculcado valores distintos u opuestos a los de la sociedad argentina y que no cabe cercenar el derecho de los niños a recibir educación religiosa como pretenden las actoras.



A fs. 1062/1072 el Sr. Ministro de Educación de la Provincia solicita se declare la inadmisibilidad del recurso deducido. Considera que el planteo no se encuentra debidamente fundado y que las impugnantes no han demostrado la vulneración de los derechos constitucionales que invoca. Agrega que los problemas detectados por las amparistas en la aplicación de la normativa cuestionada han sido resueltos con la decisión de esta Corte de permitir la enseñanza religiosa en las escuelas siempre que arbitre un programa alternativo para quienes no deseen recibirla. Afirma que ha quedado demostrado que en la Provincia está garantizado el derecho de los padres y/o tutores a decidir sobre la inclusión o no de los niños en las clases de religión.



A fs. 1082 y vta. dictamina el señor Fiscal ante la Corte Nº 1, encontrándose ahora los autos en estado de resolver.



2º) Que si bien a esta Corte no le incumbe juzgar sus propios pronunciamientos cuando es llamada a decidir sobre la concesión o denegación del recurso extraordinario, ello no la exime del deber de examinar, además de la admisibilidad formal, la cuestión constitucional propuesta por el recurrente (cfr. CSJN, Fallos, 308: 490).___



3º) Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, mediante Acordada 4 del 16 de marzo de 2007 (Adla, LXVII-B, 1751), reglamentó la presentación de los escritos mediante los cuales se interpone el recurso extraordinario federal, y sistematizó los requisitos formales para la deducción de ese remedio de excepción. En el caso, el escrito en el que se interpuso el recurso no supera las 40 páginas, y tampoco excede cada una de ellas los 26 renglones prescriptos en el art. 1º de la reglamentación.



4º) Que en el apartado d) del art. 3º, la Corte Federal estableció que el recurso debe contener la refutación de todos y cada uno de los fundamentos independientes que den sustento a la decisión apelada en relación con las cuestiones federales planteadas.___



Cabe recordar que, en tanto vía impugnaticia especial, el remedio está dirigido a un objetivo concreto y restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional configura la base misma del recurso (CSJN, Fallos, 148:62; 306:1740; 307:129).


5º) Que en el caso, no se evidencia una cuestión de aquella naturaleza, porque los vicios atribuidos al pronunciamiento aquí impugnado sólo ponen de manifiesto una discrepancia de las recurrentes con lo resuelto por esta Corte al rechazar su recurso de apelación y hacer lugar parcialmente al de la contraria.



Ello es así porque las accionantes no logran conmover los fundamentos de la sentencia impugnada que ponderó que si bien ellas afirman que la aplicación del art. 27 inc. ñ) de la Ley 7546 ha dado lugar a la realización de prácticas discriminatorias, la solución que mejor contempla los derechos de las actoras y los de la mayoría de la población de la Provincia, consiste en arbitrar medios para evitar esas prácticas y no cercenar sin más el derecho de los padres y tutores de que sus hijos o pupilos reciba en la escuela pública educación religiosa. Se sostuvo además que la decisión de requerir a los padres o tutores que manifiesten si desean que sus hijos o pupilos permanezcan o no en la clase de religión no evidencia la utilización de un método que afecte el derecho a la igualdad ni implica discriminación.
 


Los agravios de las apelantes evidencian la falta de una crítica prolija y circunstanciada, desde el punto de vista constitucional, de las razones en que se apoya la sentencia de esta Corte, circunstancia que da cuenta de que el remedio federal ahora intentado carece de la debida fundamentación, y ello, además de atentar, por defecto, contra la correcta deducción del recurso, revela, como se dijo, sólo una disconformidad con lo decidido, insuficiente a los fines de viabilizar el recurso extraordinario federal.




La Corte Suprema Nacional ha establecido que es inadmisible el recurso extraordinario que no refuta todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia apelada (Fallos, 328:3381); y que es condición de admisibilidad del recurso federal, que sus argumentos se hagan cargo, a través de una crítica prolija y circunstanciada, de las razones en que se apoya el fallo, y que resulta ineficaz la formulación de una determinada solución jurídica con prescindencia de dichos motivos, a la vez que tales exigencias no se cumplen a través de la remisión a otras presentaciones efectuadas en la causa (Fallos, 308:2440 y sus citas).



De ese modo, los argumentos de las impugnantes remiten a la consideración de puntos no federales, relacionados con cuestiones relativas a la interpretación y aplicación del derecho público local, aspectos sobre los cuales el más Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que su conocimiento y decisión constituye materia reservada a los jueces de la causa y extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del art. 14 de la Ley 48 (cfr. Fallos, 304:1326; 315:482; 324:2679, entre otros), dado el respeto debido al derecho de los estados provinciales de darse sus propias instituciones y regirse por ellas (Fallos, 308:670; 311:2004, entre otros), lo que se encuentra garantizado por los arts. 5º y 122 de la Constitución Nacional. Así, el resguardo de las autonomías provinciales requiere que se reserve a sus jueces el conocimiento y decisión de las cuestiones que versan sobre aspectos propios de las instituciones locales (cfr. Fallos, 301:295; 312:65, entre o-tros).__



En ese sentido, la misma Corte Suprema Nacional ha expresado que la inteligencia de cláusulas constitucionales y legales de las provincias son temas extraños a la vía del recurso extraordinario federal (Fallos, 297:535 y sus citas).



En la especie, los razonamientos de las recurrentes no logran demostrar la configuración de un caso de excepción a las reglas generales precedentemente señaladas.



6º) Que a mérito de lo dispuesto en el art. 11 de la Acordada 4/2007 de la Corte Federal, que impone la desestimación de la apelación en los supuestos en que se hallen incumplidos los recaudos allí prescriptos, sumado a que el pronunciamiento cuestionado cuenta con fundamentos suficientes que impiden descalificarlo como acto judicial válido, y que no se ha demostrado la afectación de garantías constitucionales, corresponde concluir que el recurso debe ser denegado. Con costas (art. 68 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).



Los Dres. Abel Cornejo y Graciela Carlsen, dijeron:



1º) Que por razones de brevedad nos remitimos al relato de los antecedentes, de los agravios y las consideraciones desarrolladas en los apartados primero, segundo y tercero del voto que antecede. No obstante lo cual proponemos una solución distinta, en base a los siguientes fundamentos.



2º) Que de acuerdo al art. 14 inc. 2º de la Ley 48 el recurso extraordinario federal es admisible cuando la validez de una ley, decreto o autoridad de Provincia se ha puesto en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional, a los Tratados o leyes del Congreso, y la decisión haya sido en favor de la validez de la ley o autoridad de provincia.



La Corte Suprema de Justicia de la Nación, por su parte, ha dicho reiteradamente que una causa tiene manifiesto contenido federal cuando la pretensión se funda directa y exclusivamente en prescripciones de la Constitución Nacional o en Tratados Internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante (Fallos, 115:167; 122:244; 292:625 y sus citas; 311:810, 1588, 1812, 2154, 2725; 313:98, 127, 548; 314:508; 315:2956, entre o-tros).__



Así las cosas, parece evidente que en el caso los agravios del recurrente sustentan –“prima facie” valorados- cuestión federal bastante y aparecen lo suficientemente idóneos como para que merezcan su consideración por la vía extraordinaria federal intentada, pues los actores han planteado la inconstitucionalidad del art. 27 inc. ñ) de la Ley 7546 y subsidiariamente de los arts. 49 de la Constitución Provincial y 8º inc. m) de la Ley 7546, por ser contrarios a los arts. 14 de la Constitución Nacional, 1.1. de la Convención Americana y 2.1. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y la decisión ha sido a favor de las normas provinciales. Quiere decir que se han puesto en tela de juicio disposiciones locales por lesionar normas de la Constitución Nacional y de los Tratados Internacionales, y la apreciación de si esas normas provinciales colisionan o no con los principios contenidos en las disposiciones superiores tiene una relación directa e inmediata con la materia del proceso.
 


3º) Que por todo lo expuesto, corresponde conceder el recurso extraordinario federal, por la causal prevista en el inc. 2º del art. de la Ley 48.



El Dr. Guillermo Félix Díaz dijo:



1º) Que comparto lo expresado en los tres primeros considerandos del voto que abre el presente acuerdo. Sin embargo, me pronuncio a favor de la concesión del remedio extraordinario federal interpuesto a fs. 1026/1045, por los siguientes motivos.



2º) Que si bien a esta Corte no le incumbe valorar sus propios pronunciamientos cuando son impugnados por las partes, no obstante, tiene el deber de examinar si el recurso interpuesto reúne las condiciones formales (art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y Acordada 4/07), como así también los requisitos denominados “propios” del recurso extraordinario a los fines de determinar su concesión o su desestimación.



Además, la necesidad de que este Tribunal aprecie la entidad de los agravios es imperativa a partir de la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los casos “Strada” (Fallos, 308:490) y “Di Mascio” (Fallos, 311:2478), por lo que corresponde verificar la invocación de circunstancias idóneas para abrir la instancia extraordinaria. Este análisis debe formularse a la luz de la doctrina del máximo Tribunal de la Nación, al que se pretende acceder mediante el recurso deducido.



3º) Que en el presente caso los recurrentes han planteado la inconstitucionalidad de los arts. 8º inc. m) y 27 inc. ñ) de la Ley Provincial 7546 y, la del art. 49 de la Constitución Provincial, sosteniendo que son contrarias a lo dispuesto por los arts. 2º y 14 de la Constitución Nacional, 1.1 y 12 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, 2.1 y 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y, la sentencia cuestionada, que emana del Tribunal Superior de la causa, se ha pronunciado en contra del derecho federal y convencional invocado, sosteniendo la validez de las normas locales impugnadas, revistiendo el carácter de “definitiva”.



Se considera que los recurrentes han invocado y demostrado que la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación de los preceptos de la Constitución Nacional y de los Tratados Internacionales invocados, en relación a los derechos de libertad de religión y de culto; a la igualdad y no discriminación y a la educación; e involucra la interpretación del art. 2º de la Carta Magna Federal, en lo relativo a las relaciones entre el Estado y el culto católico apostólico romano, así como respecto de las demás religiones y creencias religiosas, por lo que han delineado adecuadamente la relación directa e inmediata de la cuestión federal planteada y la materia del proceso.



Por lo tanto, el recurso bajo análisis encuadra en lo previsto por el art. 14 inc. 2º de la Ley 48.



4º) Que por otra parte, estimo que también se han expuesto fundamentos suficientes para sostener el remedio federal.



En este orden, se aprecia que el recurso contiene una adecuada relación de causa, expresándose el gravamen que los apelantes consideran que la decisión provoca; sosteniéndose que el control constitucional de las normas impugnadas debe hacerse teniendo en cuenta la forma en que fueron aplicadas en el caso, que postulan coercitiva y discriminatoria; que es errónea la afirmación contenida en el voto mayoritario en el sentido que Argentina está jurídicamente estructurada desde su fundación como una nación católica apostólica romana; criticando el argumento relativo al carácter mayoritario de la religión católica en la sociedad salteña y su incidencia en la solución del caso y, negando las facultades del Estado provincial de obligar a los alumnos de las escuelas públicas a recibir enseñanza religiosa. Finalmente, postulan que la única forma de hacer efectivo el mandato constitucional local de que la instrucción religiosa se imparta en las escuelas públicas y no tenga características coercitivas y discriminatorias, sería que aquélla se realice fuera del horario de clases, solución que –dicen- también salvaría la objeción incluida en la sentencia impugnada respecto del supuesto perjuicio que ocasionaría a los niños carentes de recursos la decisión de no impartir la enseñanza católica en las escuelas públicas por no poder concurrir a una escuela privada o vivir en lugares alejados de los centros urbanos; aseverando asimismo, que la medida contenida en la sentencia impugnada de separar a los niños que no desean recibir instrucción religiosa de aquéllos que sí la desean, atenta directamente con el carácter neutral e integrador que debe tener la escuela pública y contra el principio de no discriminación por motivos religiosos.



De conformidad con lo expuesto, se considera que la parte recurrente satisface seria y razonablemente el requisito de autosuficiencia y fundamentación, exigido por el art. 15 de la Ley 48 y, concordantemente, por el art. 3º de la Acordada 4/07 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.



Sin perjuicio de ello, en razón de los valores constitucionales en juego, considero que cabe traer a colación la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según la cual no corresponde extremar las exigencias formales para la procedencia de la apelación federal en supuestos en los que una escueta fundamentación del recurso no impide apreciar la sustancia de los agravios (Fallos, 199:177; 246:179; 251:469; 252:148; 329:5239, entre otros), lo que ocurre en la especie. Máxime, tratándose de establecer la inteligencia de preceptos de la Constitución Nacional y de Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos con jerarquía constitucional, tarea en la que la Corte Federal no se encuentra limitada por las posiciones del Tribunal apelado ni la de las partes.



Por todo ello, se concluye que median razones de mérito suficientes que autorizan la concesión del recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1026/1045 vta.



La Dra. Susana Graciela Kauffman de Martinelli, dijo:



1º) Que por razones de brevedad me remito a los antecedentes relatados en los tres primeros apartados del voto que abre el presente acuerdo.



2º) Que en forma reiterada se ha dicho que a esta Corte no le incumbe valorar sus propios pronunciamientos cuando son impugnados por las partes. Tiene sin embargo, el deber de examinar si el recurso extraordinario federal interpuesto reúne los requisitos necesarios para su admisibilidad, tanto del orden formal (art. 257 del C.P.C.C.N. y Acordada 4/07) como sustancial (Fallos, 310:1014; 313:934; 317:1321; 323:1247; 325:2319; 329:4279; 331:1906, 2280, entre otros). Efectuado tal examen, incluso en los rigurosos términos en que recientemente ha recordado la Corte que cabe hacerlo (caso “Frente Cívico y Federal U.C.R.”, sentencia del 21/5/13), es dable afirmar, como se verá, que los recaudos en cuestión se encuentran “prima facie” cumplidos en el escrito de interposición del recurso extraordinario federal interpuesto por la parte actora contra la sentencia de esta Corte de fs. 998/1018.



3º) Que mediante la Acordada 4/07 (Adla, LXVII-B, 1751), la Corte Suprema de Justicia de la Nación reglamentó la presentación de los escritos a través de los cuales los interesados interponen el recurso extraordinario federal. Realizado el control pertinente, cabe señalar que el recurso federal en análisis cumple con los requisitos de forma contemplados en los arts. 1º y 2º de la referida Acordada.
 


4º) Que analizados los extremos previstos por el art. 3º de la Acordada 4/07 se llega a igual conclusión, respecto de la admisibilidad de la vía intentada.



En efecto, la sentencia que impugna la parte actora a fs. 1026/1045 vta., fue dictada por el superior tribunal de la causa, en el caso, esta Corte de Justicia provincial (art. 150 de la Constitución de la Provincia de Salta). Y se trata de una sentencia definitiva en tanto pone fin al proceso de amparo e impide su revisión en la instancia local (art. 153 inc. III.c).



Además, la cuestión federal fue introducida con la demanda en los términos del art. 14 inc. 2º de la Ley 48 y mantenida en cada una de las instancias, en tanto con el amparo se puso en cuestión la validez constitucional y convencional de la normativa provincial relativa a la obligatoriedad de la enseñanza religiosa en las escuelas públicas de Salta (arts. 27 inc. ñ) y 8º inc. m) de la Ley Provincial de Educación 7546 y art. 49 de la Constitución de la Provincia de Salta), y la decisión recurrida por esta vía extraordinaria fue favorable al ordenamiento jurídico local. Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia del Máximo Tribunal según la cual el recurso extraordinario es formalmente admisible cuando se ha cuestionado la validez de una norma provincial bajo la pretensión de ser contraria a la Constitución Nacional y la decisión impugnada ha sido a favor de la validez de la norma local (Fallos, 330:2081; 330:3685, entre muchos otros).



Asimismo, los agravios formulados en el escrito de fs. 1026/ 1045 vta. son de índole federal. Concreta y directamente interpelan la sentencia de esta Corte por cuanto se apartaría del alcance que conforme los estándares convencionales y la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación cabe asignarles a los derechos de las actoras y de sus hijos e hijas menores de edad, relativos a la libertad de culto, religión y creencia, igualdad, a recibir una educación libre de discriminación, a la intimidad, a la libertad de conciencia, al respeto por las minorías étnicas y religiosas, así como al principio de reserva (arts. 1.1. de la Convención Americana de Derechos Humanos y 2.1. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 14 de la Constitución Nacional, art. 12 de la Convención Americana y art. 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). Sobre el punto, la Máxima Instancia Judicial de Argentina ha señalado que si la actora pone en tela de juicio leyes dictadas por una Provincia por resultar contrarias a la Constitución Nacional, en cuyas disposiciones sustenta directa y exclusivamente su pretensión, cabe asignar naturaleza federal a la materia del pleito (Fallos, 330:1103, entre tantos otros).



A su vez, las normas federales del más alto rango invocadas se vinculan de manera estrecha con la materia controversial (Fallos, 268:247; 275:551; 294:376) y tienen una relación directa e inmediata (art. 15 de la Ley 48) con las pretensiones de las amparistas, que se vieron frustradas con la sentencia recurrida en esta instancia extraordinaria. En efecto, el objeto litigioso se circunscribe a un planteo de índole federal, pues precisamente lo que se discutió durante todo este largo proceso fue el conflicto constitucional planteado entre la normativa convencional y constitucional mencionada en el párrafo precedente y el ordenamiento jurídico local que regula la enseñanza religiosa (católica) como materia curricular obligatoria en las escuelas públicas de Salta, así como la promoción y tolerancia del Estado provincial de prácticas escolares propias del culto católico (esta Corte tiene por probadas a fs. 1008 vta.: los rezos obligatorios al comienzo de la jornada acreditados conforme las constancias de fs. 704; la colocación al comienzo de cada día de una oración en los cuadernos, según surge de la documentación reservada en Secretaría; la bendición de la mesa que se prueba a fs. 712). El derecho invocado por la amparista, se funda exclusivamente en las normas de rango constitucional y convencional, por lo que no cabe duda alguna sobre el carácter federal de la cuestión propuesta en este proceso.



De modo que, así planteado el objeto litigioso en estos autos, siguiendo la clásica clasificación de Imaz y Rey, el recurso propone a la Corte, en su carácter de última intérprete de la Constitución Nacional, el análisis de una cuestión federal compleja directa, y la misma ha sido analizada en cada una de las instancias locales, primero por el juez del amparo y luego por esta Corte, y mantenida correctamente por la amparista en cada etapa recursiva.
 


5º) Que merece una mención especial el hecho de que una de las normas locales cuya constitucionalidad es subsidiariamente cuestionada por la amparista es la ley de leyes de esta provincia, la Constitución de Salta. Al respecto, cabe recordar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en numerosas oportunidades reputó inconstitucional preceptos del más alto rango del derecho público provincial. Tal el caso del art. 26 de la Constitución de la Provincia de Santiago del Estero que prohibía la excarcelación bajo fianza de los acusados por delito de rebelión (Fallos, 162:219); del caso “Ormache” donde se declaró inconstitucional el art. 157 de la Constitución de Entre Ríos que impedía la actividad política de los empleados y empleadas judiciales. Más recientemente, la Corte declaró la inconstitucionalidad del art. 177 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires que exigía para acceder al cargo de camarista haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero (caso “Hooft”, Fallos, 327:5118).



En un trabajo sobre el control de constitucionalidad de las constituciones provinciales, Alberto Spota reconoce que la facultad de las provincias de darse sus propias constituciones está limitada expresa o implícitamente por el debido respeto a la distribución de competencias federales. A su vez, señala el autor citado, “las constituciones de provincia están impedidas de conculcar o desconocer derechos o garantías de orden federal. O dicho de otra manera, los derechos y garantías consagrados por el constituyente son una valla insalvable para el quehacer del poder constituyente provincial.” Por lo tanto, concluye este constitucionalista argentino, “el poder constituyente de provincia -ya sea originario o reformador- está parcial y jurídicamente condicionado en su marco político de acción por los arts. 5º, 121, 123 y 126 de la Constitución Nacional. Y (...) en caso de no satisfacer los recaudos impuestos por la norma suprema, será del resorte del Poder Judicial federal declarar la invalidez de la constitución de provincia que así incumpla” (Spota, Alberto A., “El control de constitucionalidad sobre las constituciones de provincia”, LL, 2004-c,1190).



Tal es la tesis –insisto- que desde hace muchos años defiende la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sea para asegurar el reparto competencial derivado de nuestro sistema federal (Fallos, 103:373; 124:379, entre otros), para resguardar la cláusula quinta de la Constitución Nacional (Fallos, 308:490; 317:1195; 311:460, entre otros) o para garantizar, como pretende la recurrente en este caso, la primacía de los derechos, principios y garantías de raigambre constitucional (vg. Fallos, 250:811; 324:3143; 327: 5118).___



6º) Que el Comité de Derechos Humanos ha instado al Estado Argentino a que adecue su legislación a los arts. 18 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (CCPR/CO/70/ARG, de 03/11/00). En las Observaciones finales al Tercer Informe Periódico de Argentina, reiteró “inquietud ante el trato preferencial, incluidas subvenciones financieras, que recibe la Iglesia Católica en comparación con otras confesiones, lo que constituye discriminación por razones religiosas en virtud del art. 26 del Pacto” (cfr. párr. 16).



Como he recordado al votar en autos caratulados “Asesoría de Incapaces Nº 2 en representación de NN por nacer vs. Espinoza, Cristina - Amparo – Recurso de Apelación (Expte. Nº CJS 36.987/13, sentencia del 27/12/13 registrada en el Tomo 184:831), en sede internacional, carece de aptitud la apelación a nuestro sistema federal, para justificar el incumplimiento de las obligaciones asumidas en relación con la protección a los derechos humanos (cfr. arts. 26 y 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los tratados). Tan es así, que en las Observaciones finales precedentemente citadas, el Comité de Derechos Humanos requirió a nuestro país que en el próximo informe se incluya “información sobre disposiciones jurídicas y de otra clase tomadas para la aplicación del Pacto en el plano provincial, con objeto de velar por que toda persona pueda gozar de sus derechos en todo el territorio del Estado Parte” (cfr. párr. 8). Este punto, fue nuevamente motivo de preocupación y recomendación en el año 2010, cuando el Comité evaluó el Cuarto Informe Periódico de Argentina. En las Observaciones finales a ese informe, volvió a observar con preocupación que, “debido al sistema federal de gobierno, muchos de los derechos enunciados en el Pacto no se protegen de manera uniforme en todo el territorio nacional” e instó a nuestro país a “tomar medidas para garantizar la plena aplicación del Pacto en todo su territorio sin limitación ni excepción alguna, de conformidad con el art. 50 del Pacto, con el objeto de velar por que toda persona pueda gozar plenamente de sus derechos en cualquier parte del territorio nacional” (cfr. Observaciones finales CCPR/C/ARG/CO/4 del 22/03/10).



Por otra parte, más específicamente aún con el tema planteado en estas actuaciones judiciales, el Comité de Derechos Humanos, mediante la Observación General N° 22 sobre “Libertad de conciencia, de pensamiento y de religión”, interpreta el art. 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles en el que observa que de conformidad con lo establecido en el segundo inciso del art. 18 del Pacto no se puede obligar a nadie a revelar sus pensamientos o su adhesión a una religión o a unas creencias (cfr. párr. 3º) y que el inc. 4º del art. 18 del Pacto permite que en la escuela pública se imparta enseñanza de materias tales como la historia general de las religiones y la ética siempre que ello se haga de manera neutral y objetiva y que es incompatible con el adoctrinamiento en una religión o unas creencias particulares (cfr. párr. 6º).



7º) Que finalmente, surge del escrito en estudio que la recurrente encuentra arbitraria la decisión atacada, por contradictoria y por no haber hecho una derivación razonada del derecho vigente. Ello, según se argumenta a fs. 1040 vta., porque se reconoce la existencia de prácticas coercitivas y discriminatorias (fs. 1008 vta.), pero se rechaza el planteo de inconstitucionalidad y se dispone que tales prácticas sean subsanadas en la etapa de la ejecución de la sentencia (fs. 1009), lo que supone –para la amparista- una delegación inaceptable en los términos de inveterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en razón de la cual es facultad de cada magistrado efectuar el control de constitucionalidad (y convencionalidad) de las normas que están llamados a aplicar.



En tal sentido, se ha dicho que la sentencia es, habitualmente, un acto de poder estatal que, al decir de Goldschmidt, configura un “reparo autoritario” que necesita legitimarse en algo más que en un mero hecho de fuerza, dado que el derecho no es solamente voluntad o poder, sino también (y principalmente) justicia. (Goldschmidt, Justicia y Democracia, LL 87-382). Por ello, una sentencia, como acto jurisdiccional válido, debe basarse en la aplicación del derecho vigente en consideración a las constancias aportadas a la causa.



Que la Corte Suprema de Justicia de la Nación incorpora al catálogo de sentencias arbitrarias aquellas que no constituyen derivación razonada del derecho aplicable con referencia a las circunstancias de la causa, cuando su fundamentación se exhibe como una reflexión dogmática con mengua de recaudos de raigambre constitucional (cfr. CSJN, Fallos, 300:1131; 301:268, entre muchos o-tros).__



8º) Que atento a lo expuesto dejo expresado mi voto en el sentido de conceder el recurso extraordinario planteado por la parte actora a fs. 1026/1045 vta.



Por lo que resulta de la votación que antecede,


________________________LA CORTE DE JUSTICIA,


_____________________________RESUELVE:



I. CONCEDER el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 1026/1045 vta.



II. MANDAR que se registre y notifique.


(Fdo.: Dres. Guillermo A. Posadas -Presidente-, Guillermo A. Catalano, Abel Cornejo, Sergio Fabián Vittar, Guillermo Félix Díaz y Susana Graciela Kauffman de Martinelli  -Jueces de Corte- Graciela Carlsen –Juez de Cámara llamada a integrar-. Ante mí: Dr.  Gerardo J. H. Sosa –Secretario de Corte de Actuación-).
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